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6 Comisión de Industria, 
Carpeta N* 1242 de 2021 Energía y Minería 


PUBLICIDAD OFICIAL 
Se regula su producción, planificación, contratación y distribución 
Versión taquigráfica de la reunión realizada en forma remota 
el día 16 de junio de 2021 
(Sin corregir) 
Preside: Señor Representante Eduardo Lorenzo Parodi. 


Miembros: Señores Representantes Sebastián Cal, Martín Melazzi, Sergio Mier, 
Gabriel Tinaglini y Javier Umpiérrez Diano. 


Invitados: Se recibe en forma remota al Centro de Archivos y acceso a la 
información pública (CAinfo), señores Fabián Werner, Presidente y 
Daniel Lema, Directivo. 


Secretario: Señor Guillermo Geronés. 


Prosecretaria: Señora Margarita Garcés. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Eduardo Lorenzo Parodi).- Habiendo número, está 
abierta la reunión. 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 


(Se lee: 


LAS CÁMARAS BINACIONALES DE ALEMANIA, GRAN BRETAÑA, 
FRANCIA, PAÍSES NÓRDICOS, POLONIA, PORTUGAL, SUIZA Y LA 
EMBAJADA DE LA REPÚBLICA DE ALEMANIA. Solicitan audiencia, por la 
modificación del artículo 99 de la Ley N* 17.164, de patentes de 
medicamentos. (ASUNTO N* 151295). 


EL GRUPO  MULTIDISCIPLINARIO SOBRE POLÍTICAS DE 
COMUNICACIÓN ASESOR DEL CONSEJO DIRECTIVO CENTRAL DE LA 
UDELAR. Solicitan audiencia, para presentar una resolución al proyecto de 
ley a estudio de la Comisión, "SERVICIOS DE DIFUSION DE CONTENIDO 
AUDIOVISUAL -Regulación. Carpeta 143/20.Rep.43. (ASUNTO N* 151314). 


LOS DIPUTADOS DEL FRENTE. Remiten nota con delegaciones para 
invitar, en relación al proyecto de ley a estudio de la Comisión, PUBLICIDAD 
OFICIAL. Carpeta 1242/21.Rep.367. (ASUNTO N?* 151324). 


——Si todos están de acuerdo, ya podemos ponernos en comunicación con 
la delegación del Centro de Archivos y Acceso a la Información Pública, integrada 
por los señores Fabián Werner y Daniel Lema. 


(Se establece la conexión vía Zoom) 


Les damos la bienvenida a las autoridades del Centro de Archivos y Acceso a la 
Información, CAinfo, delegación integrada por el señor Fabián Werner, presidente y el 
señor Daniel Lema, integrante del equipo de trabajo. 


SEÑOR WERNER (Fabián).- En primer lugar, queremos agradecer a la 
comisión por esta invitación y por retomar la discusión de este tema, que para 
nosotros es importante porque desde hace muchos años lo venimos impulsado a 
través de la organización. Nos complace mucho volver a hablar con la Comisión 
sobre este asunto. 


Desde el momento en que iniciamos esta serie de contactos a distintos 
niveles para promover esta reforma legislativa lo hicimos convencidos de que es 
necesario tener una legislación que establezca reglas claras y transparentes para 
el otorgamiento de la publicidad oficial, para que exista un control por parte de los 
organismos especializados, para que haya rendición de cuentas de los 
funcionarios que ordenan los gastos y, además, para que toda esta información 
esté en conocimiento de la población. Por eso nos gustaría plantear una serie de 
comentarios en base a los estándares internacionales de libertad de expresión, 
tema que en los últimos días ha estado en la agenda y que también se ve afectado 
por la publicidad oficial, sobre todo cuando se hace un manejo inadecuado en 
cuanto a su asignación. 


Como hace tiempo que venimos planteando este tema tanto a nivel público 
como en el Parlamento, quizás algunas de las cuestiones que planteemos se 
hayan escuchado o parezcan conocidas en nuestra argumentación. De todas 
formas, nos parece que es importante reafirmar la vigencia de algunas de estas 
cuestiones, fundamentalmente porque son compromisos a los que el país adhirió a 
través de diversos mecanismos y, además, porque son discusiones que hemos 
tenido en el país, que a nivel regional ya tienen un grado de avance bastante 
importante. 


En primer lugar, nos gustaría señalar que en una sociedad democrática como 
la nuestra el ciudadano, la población en general, tiene derecho a saber, a conocer 
cuáles son las actividades del Estado, las políticas de gobierno y los servicios que 
el Estado presta. En este sentido hay organismos a nivel interamericano como la 
Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos que sostiene que el uso de los medios de comunicación para 
transmitir información es una herramienta importante y muy útil para los Estados. 


Por esta razón, el mal uso de la publicidad oficial por parte del Estado es un 
elemento que afecta la libertad de expresión y que también puede llegar a afectar 
al sistema de medios en su totalidad porque la asignación arbitraria y 
discriminatoria de la publicidad oficial se puede constituir en un mecanismo de 
censura indirecta cuando se utiliza con fines discriminatorios que tienen que ver 
con la posición editorial del medio, incluyendo o excluyendo por esta razón a algún 
medio de comunicación con el objetivo de condicionar su posición editorial o su 
línea informativa. Esto se señala ampliamente en el artículo 13 de la Convención 
Americana y se ha desarrollado ampliamente en la jurisprudencia del Sistema 
Interamericano de Protección de los Derechos Humanos. 


En este sentido, y con el propósito de avanzar en el derecho a la libertad de 
expresión y orientar a los Estados en la aplicación de la Convención en este tema, 
se estableció una serie de principios para la publicidad oficial y la libertad de 
expresión, que fueron aprobados por la Comisión Interamericana en el 2011, y que 
complementan una Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión del 
año 2000, que también fue aprobado por la Comisión. 


Por lo tanto, de algún modo esto deja claro que a nivel regional ya se 
establecieron estándares muy claros sobre el uso de la publicidad oficial, pero 
hasta el momento Uruguay no armonizó su legislación a estos estándares y por 
eso nos parece importantísimo que se retome esta discusión a nivel legislativo. 


De acuerdo a estos principios que mencioné anteriormente, los pilares o 
fundamentos de una política pública para regular la publicidad oficial deben estar 
establecidos legalmente, tal como se busca hacer a través de este proyecto de ley. 
Tienen que ser específicos y apuntar a definir con claridad la finalidad y los 
objetivos de esa legislación, limitando la discrecionalidad del Estado para asignar 
la publicidad oficial, estableciendo criterios de transparencia y la prevención de 
mecanismos de control. 

De acuerdo con todos estos estándares, nos gustaría hacer una serie de 
planteos muy específicos vinculándolos al texto del proyecto de ley que se nos 
acercó y que está a consideración de la comisión. 


Como señalaba anteriormente, en primer lugar, se debe establecer una 
regulación legal específica sobre este tema. Esto implica adoptar una legislación 
que en cada uno de los niveles de gobierno establezca criterios muy específicos 
para el manejo de la publicidad oficial, evitando que la falta de un marco legal 
específico y adecuado que defina los objetivos de asignación de la publicidad, su 
contratación y el control de las pautas derive en una utilización arbitraria de los 
recursos. Evidentemente, como he mencionado, esto implicaría una afectación de 
la libertad de expresión. 


Estas reglas legales específicas tienen que incorporar criterios fundamentales 
que tienen que ver con el interés público de las publicaciones, con la 
transparencia, la rendición de cuentas, la no discriminación, la eficiencia y el buen 
uso de los recursos públicos, pero también deben incluir una descripción 
exhaustiva de cuál es su ámbito de aplicación, cómo se incorpora esa legislación a 
los organismos públicos, ya sean de carácter estatal o no estatal, es decir, a todos 
aquellos organismos que manejen fondos públicos para la asignación de su 
publicidad. 


En este sentido nos parece importante señalar que es inconveniente, a la luz 
de estos estándares, establecer normativas aisladas, sin criterios claros, que 
afecten a la asignación de publicidad oficial. Nos parece que eso ocurre 
específicamente con el artículo 774 de la Ley de Presupuesto, que textualmente 
establece: "[...] deberá destinarse al menos un 20% (veinte por ciento) del monto 
total de la publicidad oficial de alcance nacional a medios de comunicación, 
programas o producciones informativas o periodísticas comerciales o comunitarios, 
con realización y producción propias y radicados en localidades del interior, que 
tengan como área de servicio o distribución principal el lugar de su radicación u 
otras localidades del interior del país. [...]". 


Más adelante vamos a explicar en detalle por qué consideramos que este 
artículo no cumple con todos los principios que señalé anteriormente. 


Un segundo aspecto que nos gustaría señalar a la luz de estos estándares es 
la definición clara de los objetivos de la publicidad oficial. Esto tiene que ver con la 
utilización de la pauta oficial con el objetivo de comunicarse con la población e 
informarla a través de los medios de comunicación sobre los servicios que se 
prestan desde el Estado, cuáles son las políticas públicas que se impulsan y, al 
mismo tiempo, garantizar el derecho a la información y el ejercicio de los derechos 
de la población. 


Obviamente, esta información que se transmite a la población a través de la 
publicidad oficial debe ser de interés público, tiene que satisfacer los fines 
legítimos del Estado y -reiterando un concepto que ya hemos manejado- no debe 
utilizarse con fines discriminatorios para violar los derechos humanos ni para fines 
electorales o partidarios. Esto se señala expresamente en el proyecto que está a 
consideración de la Comisión. Tampoco puede ser propaganda encubierta de 
quienes ejercen circunstancialmente el gobierno o que beneficie sus intereses, ni 
de ninguna manera tiene que servir para la estigmatización de los sectores críticos 
u opositores al gobierno. 
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Por eso nos parece importante señalar que estos aspectos están 
contemplados en el texto que está a consideración de la Comisión, especialmente 
en los artículos 3% y 4% donde se establecen los objetivos del proyecto y también 
las prohibiciones a la utilización de la publicidad oficial. 


Un tercer aspecto que me gustaría plantear es la planificación adecuada de la 
publicidad oficial. La norma en ese sentido debe exigir a las dependencias 
estatales que realicen una adecuada planificación de la pauta publicitaria. La 
decisión de otorgar fondos públicos para este fin debe adoptarse de un modo 
transparente, justificado y que permita el control público. Deben existir campañas 
que estén justificadas, piezas publicitarias que respondan a necesidades concretas 
y reales de comunicación relacionadas con las políticas públicas, con los fines que 
persigue el Estado. La ausencia de una planificación de la pauta favorece, permite 
o deja espacio para la utilización abusiva de la publicidad oficial, porque aumenta 
la discrecionalidad que tienen los funcionarios con poder para ordenar gastos y 
distribuir esa publicidad. 


Aquí nos interesa dejar en claro nuestra postura respecto a la necesidad de 
establecer también criterios transparentes y objetivos para la contratación de las 
agencias de publicidad, de las centrales de medios, de las asesorías en 
comunicación, de las productoras de contenidos, y de todas aquellas empresas o 
servicios que están vinculados a la actividad publicitaria que tienen que ver con el 
sistema de publicidad, es decir, que asesoran al Estado, que les brinda las 
herramientas para realizar publicidad, pero que en este momento no están 
incluidas en el proyecto. Nos parece que habría que buscar la forma de incluirlas 
de manera expresa porque allí, si no se controla la forma de contratación ni los 
criterios que se utilizan para eso, también puede quedar espacio para la 
arbitrariedad. 


En este aspecto creemos que es necesario que se incluyan en estos criterios 
de transparencia, de divulgación de los criterios para la contratación, a las 
empresas de opinión pública que se contraten para realizar mediciones de tiraje, 
de audiencia o de cobertura de medios. La contratación de estas empresas, que 
son necesarias para asesorar al Estado en la contratación de la pauta, tampoco 
está incluida en el texto del proyecto de ley y nos parece que es un elemento 
importante. 


Asimismo, consideramos que es importante que se divulguen e integren a los 
deberes de transparencia activa los detalles de las encuestas o estudios de 
mercado que se realizan para justificar la asignación de la pauta, explicando 
claramente cuál es su metodología, el universo que se abarca, las fechas de 
realización de esos estudios de mercado, cuáles fueron las preguntas que se 
realizaron. En definitiva, todos aquellos elementos que permitan evaluar la 
pertinencia del trabajo porque en base a él los organismos del Estado deben 
basarse para asignar la publicidad y, como señalamos antes, es un elemento bien 
importante y muy sensible de la asignación publicitaria del Estado. Acá ya hay 
algunas cuestiones que están incluidas en el proyecto que abarcan a los medios 
de comunicación que recibirían la publicidad. 


Por lo tanto, nos parece que es una buena base para plantear los controles 
que señalamos anteriormente a estas otras empresas vinculadas a la obligación de 
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transparencia activa. Creemos que se las podría incluir perfectamente en los 
requisitos establecidos en los literales A) y C) del artículo 14 del proyecto de ley, y 
también en los artículos 6* y 7* que refieren a la transparencia activa y a la 
transparencia de mercado. 


SEÑOR LEMA (Daniel).- Yo integro el equipo de trabajo de CAinfo. Muchas 
gracias por la invitación y por reflotar nuevamente este proyecto de ley. El cuarto 
criterio que queremos plantear está vinculado a la distribución no discrecional. 
Entendemos que para la contratación y distribución de la publicidad oficial los 
Estados deben establecer procedimientos que reduzcan la discrecionalidad y 
eviten sospechas de favoritismos políticos en el reparto. Para ello los recursos 
publicitarios deben asignarse según criterios preestablecidos, claros, 
transparentes, y objetivos. La pauta estatal nunca debe ser asignada por los 
Estados para premiar o castigar contenidos editoriales o informativos de los 
medios, y dicho uso debería encontrarse explícitamente sancionado. La 
responsabilidad por las decisiones sobre contratación y distribución de la pauta 
oficial no debe recaer únicamente en manos de funcionarios de origen político, sino 
que también deben participar funcionarios de carrera, técnicos y especializados en 
la materia. 


Ninguno de estos aspectos señalados en este punto están contemplados en 
el artículo presupuestal, como tampoco lo están lo que señalaremos a 
continuación, especialmente los que implican el control y la rendición de cuentas. 


Por otra parte, las campañas deben decidirse sobre la base de criterios de 
asignaciones claras y públicas, y que se hayan establecido con anterioridad a la 
decisión publicitaria. Al momento de adjudicar la pauta el Estado debe fundamentar 
claramente por escrito cuáles fueron los parámetros utilizados y la manera en que 
fueron aplicados. Los criterios de adjudicación deben incluir y evaluar distintos 
factores, por ejemplo, el perfil del público a que va destinada la campaña, los 
precios, la circulación o la audiencia del medio respectivo. Estos criterios deben 
encontrarse claramente expuestos en la norma junto con un mecanismo de 
ponderación que precise el modo en que se deberán sopesar las distintas variables 
de asignación, reduciendo de esta manera la discrecionalidad de los funcionarios u 
organismos intervinientes. 


Creemos que este aspecto está contemplado en el artículo 9* del proyecto, 
que refiere expresamente a cuáles serán los criterios a utilizar por el Estado para 
contratar la publicidad. 


La experiencia internacional recomienda que las mediciones incluyan datos 
de medios pequeños, comunitarios y locales para que su utilización como 
herramienta de adjudicación no se convierta en una barrera indirecta en el ejercicio 
de la libertad de expresión al marginarlos del otorgamiento de la publicidad oficial. 
Esto funcionará, además, como una forma de estímulo a la aparición de medios 
locales, generando una mayor pluralidad de voces a nivel del territorio y 
combatiendo lo que se conoce en otros lugares como desiertos informativos o 
zonas "silenciadas" -lo digo entre comillas-, regiones en las que las comunidades 
no tienen medios con los que se sientan identificados y puedan hacer llegar sus 
demandas y compartir información de lo que los afecta de manera directa. 
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Desde este punto de vista no resulta aceptable que en la distribución de la 
pauta publicitaria se discrimine a los medios de comunicación por el modelo bajo el 
cual opera. Esto quiere decir que la exclusión de los medios de difusión 
comunitarios o alternativos en el reparto del presupuesto publicitario, por el mero 
hecho de funcionar bajo criterios no comerciales, resultaría una discriminación 
inaceptable bajo los parámetros de la Convención Interamericana de Derechos 
Humanos. Esos medios deben ser incluidos en condiciones de igualdad a los 
procesos de selección y criterios de asignación, en consideración a su cobertura o 
audiencia. 


En este sentido queremos decir que vemos favorablemente el establecimiento 
de un porcentaje mínimo de 30% de la pauta para los medios del interior del país, 
como se incluye en el artículo 11 del proyecto. Es oportuno recordar que según el 
acta de la Organización de la Prensa del Interior, de 2017, solo el 3% de la 
publicidad oficial estaba pautada en medios fuera de Montevideo. 


No se justifica la presencia de tal discriminación teniendo en cuenta el 
enorme alcance que tienen los medios en sus respectivas localidades y 
departamentos, pero también es necesario establecer criterios objetivos para la 
asignación de ese porcentaje entre la amplia cantidad de medios que deben cubrir. 
Con el mismo objetivo, y cuidando las autonomías establecidas legalmente para 
los gobiernos departamentales, sería deseable que en estos niveles de gobierno 
se priorizara la publicación de publicidad oficial en los medios de sus propios 
departamentos, evitando la pauta en medios de alcance nacional, pues no siempre 
tienen el alcance al territorio al que apunta la publicidad mencionada. 


Un quinto criterio tiene que ver con los mecanismos de contratación. Los 
Estados deben asignar los recursos publicitarios a través de procedimientos 
abiertos, transparentes y no discriminatorios, atendiendo las características de 
cada jurisdicción. Son excepcionales los casos de emergencia o imprevistos 
plenamente justificados, pues los Estados pueden recurrir a sistemas de 
contratación cerrados o directos. Los Estados deben garantizar que los agentes 
intermediarios cumplan con los principios y criterios establecidos en la ley para la 
contratación de la pauta publicitaria. Todas las contrataciones deben ser 
aprobadas, en última instancia, por funcionarios públicos con entrenamiento 
técnico cuya conducta y decisiones sean pasibles de control administrativo y 
judicial. 


En este punto insistimos en que todas las contrataciones que realice el 
Estado para el cumplimiento adecuado de esta norma deben someterse a los 
mismos criterios de transparencia. 


Hablando de transparencia y de acceso a la información, este es el sexto 
criterio que venimos a plantear porque entendemos que la población tiene derecho 
a conocer toda la información sobre... 


(Se interrumpe la conexión vía Zoom) 


——... Judicial que se encuentre en poder del Estado. Para ello el Estado 
debe promover la transparencia para los estratos relativos a la pauta estatal de dos 
maneras. 
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En primer lugar, debe publicar periódicamente toda la información relevante 
sobre los criterios de contratación, motivos de asignación, presupuestos, gastos y 
contratos publicitarios, incluyendo los montos de publicidades discriminados por 
medios, campañas publicitarias y organismos contratantes. Este aspecto está 
adecuadamente abordado en los artículos 6* y 7* del proyecto. 


En segundo término, ante cada requerimiento por parte del público en general 
la norma debe garantizar el fácil acceso a la información. Es bueno recordar y 
celebrar que Uruguay ya tiene una Ley Sobre el Derecho de Acceso a la 
Información Pública, de 2008. Sin embargo -como hemos señalado en múltiples 
ocasiones en los últimos siete años-, hoy es necesario analizar si realmente se 
cumple con la norma en toda su extensión. 


El séptimo criterio tiene que ver con el control externo de la asignación 
publicitaria. Los Estados deben establecer mecanismos de control externo con un 
órgano autónomo que permita un monitoreo de asignación de la publicidad oficial. 
Dichos controles deben incluir auditorías periódicas sobre los gastos, las prácticas 
de gobierno en materia de concertación de pautas, así como informes especiales 
sobre las prácticas del Estado en la materia que... 


(Se interrumpe la conexión vía Zoom) 
——-...tengan un adecuado control legislativo parlamentario. 


En este punto se plantea una situación que será necesaria resolver, ya que 
hay muchos cometidos vinculados al control de la asignación publicitaria que se 
asignan al Consejo de Comunicación Audiovisual, un organismo que nunca se 
constituyó desde la vigencia de la ley de servicio de publicación audiovisual, 
porque si nos guiamos por la agenda parlamentaria y la discusión, dejaría de existir 
legalmente si se aprueba el proyecto de ley que ustedes tienen a estudio. 


Imaginamos que este es un aspecto que dará para la discusión de las 
señoras y señores legisladores, pero como una primera opinión sobre el punto nos 
parece que lo mejor sería asignar esa responsabilidad a la Agencia Reguladora de 
Compras Estatales, ya que tiene experiencia en materia de contrataciones 
públicas. 


Como es evidente, esta Agencia no cuenta con la autonomía deseable, 
recomendada a nivel internacional, para este tipo de entes de control pero, 
obviamente, es un problema que excede a la discusión de este proyecto de ley. De 
todos modos, es bueno recordar que desde CAinfo hemos insistido en la 
necesidad de que este tipo de organismos, como también la Unidad de Acceso a la 
Información Pública, cuenten con autonomía administrativa y presupuestal que les 
permita cumplir con independencia sus cometidos de contralor, así como la 
posibilidad de imponer sanciones y emitir resoluciones vinculantes y de 
cumplimiento obligatorio. 

Un último punto sobre este asunto tiene que ver con la aplicación de 
sanciones adecuadas para los casos de incumplimiento de la ley, así como 
también recursos apropiados que permitan identificar y controvertir asignaciones 
ilegales de publicidad oficial. 


Todos los intermediarios que formen parte de la cadena de la asignación de la 
publicidad oficial deben estar obligados a los deberes de transparencia y ser 
sujetos a este tipo de sanciones en caso de desvío de la ley. 


Hasta aquí nuestra exposición. Reitero el agradecimiento por la invitación y 
por discutir un tema tan importante. Estamos a las órdenes para cualquier 
consulta. 


SEÑOR REPRESENTANTE UMPIÉRREZ DIANO (Javier).- Agradecemos a 
CAinfo su participación. También nos parece que es muy importante avanzar en 
este proyecto de ley; coincido bastante con lo planteado. Una de las dudas que 
tenía quedó clara con la intervención del señor Lema, que tiene que ver con el 
Consejo de Comunicación Audiovisual y con una propuesta que se hace con la 
Agencia de Compras como sustituto -se podría decir- a ese organismo al que se le 
asignan algunos cometidos o algunas cuestiones. 


Quisiera saber más sobre ese porcentaje de 3% que se asigna para la 
información para la contratación. El artículo 12 del proyecto dice lo siguiente: 

"A efectos de contar con insumos adecuados, suficientes y confiables para 
una adecuada asignación se destinará, anualmente, el 3% (tres por ciento) del 
monto total presupuestado para publicidad oficial por los sujetos alcanzados por 
las disposiciones de la presente ley [...]". 


En realidad, no sé si ese porcentaje es suficiente, si habría posibilidades de 
ampliarlo o si hay establecerlo en forma condicional a la presupuestación de la 
publicidad oficial en cada quinquenio por más que, evidentemente, cuanto mayor 
sea el monto, mayor será el porcentaje. 


Esta es una de las cuestiones que en principio me quedaba como duda. 
Principalmente quiero agradecerles la participación. Nosotros ya hemos avanzado 
bastante en el Período anterior con este proyecto de ley. Por lo tanto, nos parece 
importante seguir avanzando en él, y más teniendo en cuenta que el Parlamento 
se expresó en el presupuesto quinquenal, lo que vemos bien, pero tener una 
legislación al respecto sería fundamental. Inclusive, eso nos posicionaría con 
seriedad y con una mirada distinta en lo que tiene que ver con los dineros públicos, 
los criterios y los objetivos profesionales que tienen que haber en ese sentido, tal 
como ustedes mencionaron. 


SEÑOR REPRESENTANTE MELAZZI (Martín).- Repasando un poquito este 
proyecto de ley que presentó el Frente Amplio en la Comisión de Industria, 
simplemente quiero decir que nosotros tuvimos acceso a él a partir del miércoles 
pasado. En el artículo 1% hay algo a lo que ustedes no hicieron mención, pero me 
imagino que lo deben haber estudiado. A mi entender, podríamos estar incurriendo 
en una inconstitucionalidad porque estamos incluyendo a los gobiernos 
departamentales y, por lo tanto, se estaría lesionando la autonomía departamental. 
Esto está consagrado en el artículo 297 de la Constitución de la República. 


En primer lugar, se incluye a las plataformas tecnológicas que actualmente no 
están reguladas por ninguna norma en nuestro país. Por lo tanto, cuando 
hablamos de libertad de expresión y de libertad de prensa, ¿qué sucede con todo 
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lo relativo a lo que pasa en estas plataformas tecnológicas? ¿Cuál va a ser el 
criterio de distribución? ¿Cuántos periodistas hoy utilizan Facebook, por ejemplo, 
para subir contenido audiovisual? ¿Cuáles van a ser los criterios para decirles a 
ellos "No" a la hora de distribuir la publicidad oficial? 


En segundo término, este proyecto de ley tiene complicaciones porque 
actualmente a través del artículo 17 de la Ley N* 17.904 se establece lo siguiente: 
"El 20% de las pautas publicitarias en televisión y radio que contraten por todo 
concepto y bajo cualquier modalidad los órganos del Poder Ejecutivo, entes 
autónomos y servicios descentralizados, [...]" Serán concertadas por la Unidad 
Ejecutora 024. 


Entonces, cuando en al artículo 11 del proyecto -a mi entender es lo que 
inspira claramente a esta iniciativa- se habla de la distribución del 30%, diría que 
es engañoso, porque sería el 30% del 80%, porque ya hay un 20% que ha sido 
fijado en la ley que acabo de mencionar. 


A su vez, si tomamos en cuenta el artículo 774 de la Ley N* 19.924, de 
Presupuesto Nacional, ya establece distribuir un mínimo de un 20% de la 
publicidad oficial a los medios del interior, un 10% -como mínimo- de los entes 
autónomos y órganos descentralizados a los medios del interior, y un 0,5% -como 
mínimo- a cada uno de los departamentos, ¿cómo hacemos con este proyecto de 
ley para hacer esta distribución del 30%? 


A mi entender, debemos restar el 20%, restar el otro 20%, el 10% de los 
entes autónomos, y de ahí distribuir este 30% de ese saldo correspondiente a lo 
que estoy poniendo a consideración. 


Me preocupa mucho lo de los departamentos, pues para mí estamos 
incurriendo claramente en una inconstitucionalidad, que no creo que sea el espíritu 
de este proyecto de ley. 


Por otro lado, cuando se habla del 3% de la información para la contratación, 
como dice acá, se los incluye a los gobiernos departamentales porque se 
establece "de alcance nacional y departamental". Pero después, cuando hablamos 
de la promoción de la diversidad de medios de comunicación, se establece que "El 
Fondo se financiará con el 1 %", y ahí se saca a los gobiernos departamentales. 

Quisiera saber qué opinan ustedes al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creí entender al señor Daniel Lema que según la 
propuesta y el estudio de CAinfo tendríamos que modificar o quitar la normativa de 
las radios comunitarias. Creí entender eso en su alocución, porque en ese 
articulado ellos tienen expresamente prohibida la propaganda o la difusión política, 
y la religiosa. No sé si entendí bien o si quiso expresar otra cosa. 


SEÑOR REPRESENTANTE TINAGLINI (Gabriel).- Es un gusto recibirlos en 
esta comisión. Quiero hacer una pregunta bien concreta. En el tratamiento del 
proyecto de la ley de medios que venimos desarrollando en la comisión recibimos 
a representantes de las agencias de publicidad, y uno de los argumentos que 
manejaban tiene que ver con que una de las limitantes era que no habían sondeos 
de audiencia en el interior. 
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Quisiera saber si existen sondeos de base, justamente, para estar 
relacionado el 30% del reparto de publicidad para esas encuestas o esos 
monitoreos. 


SEÑOR LEMA (Daniel).- Respecto al planteo del señor diputado Melazzi 
sobre la inconstitucionalidad, en un pasaje de la exposición planteamos cuidar las 
autonomías departamentales, pero también nos parece que, como parte del 
Estado, los gobiernos departamentales de alguna forma deberían avenirse a estos 
criterios de asignación publicitaria o buscar la manera de que se los incluya en 
algún tipo de legislación sin incurrir en una inconstitucionalidad. 


Creo que esto formaría parte de un acuerdo político mucho más amplio que la 
aprobación de este proyecto ley. Obviamente, no está en el ánimo de CAinfo, y me 
imagino que tampoco está en el de quienes presentaron este proyecto de ley, 
incurrir en inconstitucionalidades que después tornen inaplicable la legislación. 
Insisto en que sería bueno encontrar la manera de que los gobiernos 
departamentales cumplan esta legislación que, en definitiva, lo que busca es 
aumentar la transparencia del uso de los recursos estatales. 


Con respecto a las plataformas tecnológicas, no sé si entendí bien la 
pregunta. Acá de lo que estamos hablando es de cómo el Estado asigna la 
publicidad en base a qué criterios. Según entendí, en el caso que plantea el señor 
diputado, la publicidad estaría asignada a aquellos periodistas que utilicen las 
plataformas tecnológicas para hacer su trabajo periodístico. 


En ese caso creo que es muy fácil medir el alcance de la audiencia o el 
número de veces que se compartió o se visualizó un archivo de audio o video en 
este tipo de plataforma como para medir el alcance que tiene su programa, o el 
tipo de medio que elija para difundir la información. Lo mismo sucede con los 
medios digitales. Todos tienen la posibilidad de medir la cantidad de visitas que 
tienen. Por lo tanto, en ese aspecto quizás sería hasta más sencillo medir la 
audiencia en este tipo de plataforma tecnológica. 


En cuanto a la suma de los porcentajes, por lo que nosotros entendemos 
siempre estamos hablando de mínimos. Entonces, si una ley establece un mínimo 
de asignación de publicidad en relación al total de la pauta publicitaria, el 30% de 
mínimo es más que el 20% de mínimo y, por lo tanto, abarcaría ese 20%, no se 
sumaría. 


En todo caso, lo que estamos haciendo es aumentar el mínimo de toda la 
publicidad oficial que se asigna. Por lo tanto, no nos parece que haya que sumar 
porcentajes para llegar a un número total de asignación publicitaria para los 
medios del interior. 


Insisto en que esto es lo que entendimos nosotros. Tampoco creo que haya 
sido la intención ir sacando porcentajes de distintos lugares. 


Nos parece que si este proyecto se llegara a convertir en ley habría que 
aclarar cuáles son las leyes anteriores que modifica o que afecta. Tampoco allí 
vemos que exista la posibilidad de conflicto por esta razón. 
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Con respecto al 3%, en la medida en que en que no tenemos claro cuál es el 
monto total de asignación de la publicidad que realiza el Estado -me refiero al 
Estado central y también a los gobiernos departamentales-, en este momento es 
muy difícil saber si ese monto total será suficiente para constituir un fondo que 
permita realizar los análisis de mercado. Imagino que la Comisión tendrá la 
posibilidad de establecer claramente cuál es ese monto total para después 
determinar si el 3% es suficiente o no. En principio nos parece que sí, pero 
insistimos en que es muy difícil establecer una opinión concluyente en la medida 
en que en este momento no tenemos el número completo. 


En cuanto a las radios comunitarias, su situación no se ve afectada para nada 
con la ley vigente. Acá estamos hablando -creo que lo desarrollamos ampliamente 
en la exposición inicial- estrictamente de publicidad oficial. Nos referimos a una 
publicidad oficial que no responde a criterios, no beneficia a partidos políticos ni 
responde a intereses religiosos o comerciales; simplemente, difunde información 
de interés público en base a las políticas que desarrolla el Estado. Por lo tanto, no 
habría ningún tipo de colisión o de interferencia con lo que actualmente establece 
la normativa que regula las radios comunitarias. 


En referencia a los sondeos en el interior, Daniel citaba el que hizo la 
Organización de la Prensa del Interior, que ya tiene algunos años. Creo que las 
organizaciones como OPI, RAMI y alguna otra de medios del interior manejan 
datos en este sentido. Sin embargo, debemos tener en cuenta que estamos 
manejando informaciones que responden a estudios o a análisis realizados por las 
organizaciones que aglutinan a los medios del interior y que fueron hechos hace 
varios años con recursos limitados. Por eso nos parece importante tener 
información actualizada y que responda a una metodología clara, conocida, 
profesional y que sirva como una línea de base -que hoy no tenemos- para 
establecer los criterios que mencionábamos antes. 


SEÑOR LEMA (Daniel).- Con relación al último tema al que se refirió Fabián, 
recuerdo que en su momento leí dos informes dos al respecto: uno era de RAMI y 
el otro de OPI, que era muy exhaustivo. El que yo cité es de 2017 o de 2018. En 
esos estudios era muy interesante ver el nivel de llegada de cada medio en sus 
respectivas localidades y departamentos; lo comparaban con el nivel de llegada de 
los medios nacionales -como les solemos llamar-, es decir, de los grandes medios, 
es decir, con el tiraje, el índice de lectoría y demás. Espero que ese estudio esté 
actualizado porque en su momento para nosotros esa información fue muy 
importante para sustentar los criterios de por qué hay que impulsar un proyecto de 
este tipo, y por qué hay que establecer un número base que, en este caso, es el 
30%. 


Recuerdo que en la discusión en el período pasado nos preguntaban por qué 
habíamos elegido el 30%. La respuesta fue que se hizo todo un análisis y se llegó 
a la conclusión de que, por lo menos, ese era el número correcto. También 
recuerdo que fue un tema de amplia discusión cómo se implementaría ese 
porcentaje. Así que son de recibo las dudas que nos está planteando el diputado 
Melazzi. Reitero que en el período pasado también se discutió bastante al 
respecto. 
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Nosotros podemos volver a esta Comisión o hacer un informe más exhaustivo 
para encontrar el punto exacto en relación a cómo debería aplicarse lo que dispone 
el artículo 11 del proyecto, que es uno de los centrales en esta iniciativa. Estamos 
a su disposición para ayudar a mejorar este punto. 


SEÑOR REPRESENTANTE MELAZZI (Martín).- Gracias por las respuestas. 
Yo creo que no se entendió la pregunta con respecto a las plataformas 
tecnológicas.Realmente, este es un tema complejo. ¿Cómo podemos llegar a 
hacer una reglamentación y una distribución equitativa sobre todo lo que pasa hoy 
en las plataformas tecnológicas? En particular, hay que tener en cuenta que hoy 
las plataformas tecnológicas no están reguladas por ninguna norma. Entonces, es 
realmente complejo que las plataformas tecnológicas estén incluidas en este 
proyecto de ley. ¡Ojalá la publicidad oficial pueda llegar a las plataformas 
tecnológicas! Es verdad que hay periodistas o medios de comunicación que 
funcionan en estas plataformas como un sistema de espejo, ya que también tienen 
los medios de comunicación tradicionales, que utilizan un espectro radioeléctrico, 
como los canales de aire o las radios, y el cable o la emisión satelital en la 
televisión para abonados. Es muy bonito que estas plataformas estén incluidas en 
la norma, pero en los hechos será realmente complejo porque no tenemos una ley 
de telecomunicaciones que regule todo lo que en ellas sucede, que también es 
muy complejo. Las pocas leyes de telecomunicaciones que existen en el mundo 
son bien complejas y, obviamente, dependen de cada uno de los Estados, que son 
diferentes. 


Por eso hice la pregunta; no tenía que ver con aquello que estaba 
identificado, sino con que nos pongamos en el lugar de quien va a hacer la 
reglamentación. ¡Es realmente compleja! Ese fue el motivo de mi pregunta. 
Consulté si ustedes tienen algo adicional para aportar que nos pueda clarificar este 
tema, porque la verdad es que la inclusión de las plataformas tecnológicas 
complica bastante el artículo 1?. Digo esto dejando de lado que ustedes advirtieron 
sobre la  inconstitucionalidad que significaría incluir a los gobiernos 
departamentales. 


SEÑOR WERNER (Fabián).- Ahora creo que haber entendido mejor la 
consulta con respecto a las plataformas. Nosotros estamos participando de una 
iniciativa regional de regulación de plataformas digitales que, además, está 
apoyada por el Fondo de Población de las Naciones Unidas. Esa propuesta 
regional se va a lanzar el 27 de junio, si no recuerdo mal. Así que si en algún 
momento la Comisión va a abordar el tema de las plataformas digitales de manera 
más específica, y analizará cómo incluirlas y si conviene o no dejarla en el texto del 
proyecto, podemos acercarles esa iniciativa de regulación. Inclusive, podemos 
comparecer nuevamente a la Comisión si ustedes lo consideran pertinente y 
necesario. Precisamente, uno de los objetivos que persigue esta propuesta es 
establecer algunos criterios para el manejo de este tipo de plataformas 
tecnológicas. Así que esa propuesta ya está presentada. Se la podemos acercar a 
la Comisión y, si consideran que es necesaria una ampliación de la propuesta, 
estamos a disposición para concurrir nuevamente. 


SEÑOR LEMA (Daniel).- Ya hay un documento base, que no es muy largo 
extenso, que hemos estado analizando. En Uruguay estamos trabajando con 
Observacom y con varias organizaciones de toda América del Sur. Además, se 
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está tomando como ejemplo lo que pasa en otros países, sobre todo de Europa, y 
lo que pasó en Australia con la regularización de las plataformas. 


Como dijo el diputado Melazzi, el tema es muy complejo. Creo que hasta uno 
lo miraría y diría que es como para analizarlo aparte. Y va a llevar un tiempo largo 
de discusión porque, diría, que es un problemón. Es verdad que en algún momento 
el Estado, más precisamente el Parlamento, va a tener que abordar este asunto a 
fondo por el enorme poder que tienen las plataformas. Hemos visto la importancia 
y el alcance que tienen cuando los representantes de Twitter y Facebook 
comparecieron en el Congreso de Estados Unidos. 


Así que podemos acercarles lo más rápido posible unos primeros insumos 
para que ustedes vayan recibiendo información de cómo vamos a tratar ese punto 
específico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería excelente que nos hicieran llegar esa 
documentación para ir incorporando elementos. 


SEÑOR REPRESENTANTE UMPIÉRREZ DIANO (Javier).- No sé si entendí 
bien algo que dijeron en la presentación: que en lugar del Consejo de 
Comunicación Audiovisual, CAinfo iba a hacer alguna propuesta. 


SEÑOR WERNER (Fabián).- Todavía no hemos hecho una evaluación 
exhaustiva de ese punto en particular. Recién estábamos hablando de la 
asignación a los medios del interior y prácticamente toda la responsabilidad de la 
información y del análisis en este sentido se le asigna a este Consejo de 
Comunicación Audiovisual. O sea que parece bastante complicado que la agencia 
que hoy regula las compras estatales pueda realizar esa tarea. 


De todos modos, vamos a analizar ese punto en particular y haremos llegar a 
la Comisión nuestra propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece su comparecencia en el 
día de hoy. No tengo dudas de que los convocaremos nuevamente. 


SEÑOR WERNER (Fabián).- Gracias por recibirnos. 
SEÑOR LEMA (Daniel).- También les agradezco por escucharnos. 
(Concluye la conexión vía Zoom) 


SEÑOR REPRESENTANTE CAL (Sebastián).- Debo reconocer que me 
pone muy contento estar discutiendo este proyecto, que es muy importante. Creo 
que nos debemos una discusión de esta iniciativa, sobre todo, porque aquí todos 
somos diputados por el interior y no desconocemos la enorme diferencia que ha 
habido siempre en la distribución de la publicidad oficial entre la capital y el resto 
del país. Siempre existió esa diferencia y todos los medios, cada vez que pueden, 
nos la recuerdan a los diputados del interior. Por eso, me parece muy importante 
discutir este proyecto. 
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Ahora bien, también es cierto que en el presupuesto Nacional está 
contemplado este asunto. Y no se puede quitar el carácter de ley al presupuesto 
Nacional vigente. 


Entonces, propongo a la Comisión que a la brevedad realicemos alguna 
reunión especial e invitemos a las autoridades que les compete reglamentar el 
artículo 774 del presupuesto. Para nosotros sería muy importante saber en qué 
están para decidir si apoyamos o no este proyecto, o si sugerimos alguna 
modificación. 


Coincido en gran parte -aunque sé que no estamos en condiciones de entrar 
en un debate con respecto a este proyecto- con las afirmaciones y el análisis que 
muy bien realizó recién el diputado Melazzi. Al menos algunos de los puntos a los 
que se refirió nosotros también los habíamos notado. Ayer estuvimos revisando el 
proyecto y nos merece las mismas apreciaciones que él hizo. Esto no quiere decir 
que no podamos hacer modificaciones, corregir y llevar adelante el proyecto. 


Para este legislador sería muy importante saber en qué está la 
reglamentación de ese artículo de la Ley de Presupuesto. Por eso, decir que esto 
sí está en una ley y lo otro no, me parece un tanto errado. 


Si nadie tiene objeciones, propongo que la próxima delegación que recibamos 
sea esa, ya que sus aportes me parecen indispensables para continuar tratando 
este proyecto y decidir si sugerimos alguna modificación. 


SEÑOR REPRESENTANTE MELAZZI (Martín).- En realidad no había 
pensado en lo que acaba de decir el diputado Cal. La verdad es que tiene razón, 
es decir, sería importante conocer si hay avances en la reglamentación del artículo 
774 de la Ley de Presupuesto. Eso clarificaría muchísimo el tratamiento de este 
proyecto de ley. 


SEÑOR REPRESENTANTE UMPIÉRREZ DIANO (Javier).- Quiero resaltar 
las palabras de los diputados del gobierno relativas a la voluntad política de 
avanzar en este asunto. Yo creo que es muy importante que podamos 
transparentar los dineros públicos y demás, argumentación que figura en la 
exposición de motivos. 


Creo que hay dos o tres aspectos en los cuales podemos trabajar. Hago este 
planteo como un posible camino a seguir en este sentido. Por un lado, como bien 
dijo el diputado Cal, debemos saber en qué situación está la reglamentación. Y la 
otra alternativa, si es que entendemos que este proyecto es más sólido y se 
convierte en una política pública importante que tiene en cuenta a los medios del 
interior con un porcentaje importante, es la derogación del artículo de la Ley de 
Presupuesto. Eso es lo que se está haciendo, por ejemplo, con la Ley de Medios. 
Me refiero a la derogación de la Ley N* 19.307. Nosotros en realidad no estamos 
de acuerdo, pero no nos vamos a oponer si la mayoría cree que eso es necesario. 


Entonces, podríamos ir por ese camino: incorporar a este proyecto aspectos 
del artículo 774 y hacer una iniciativa más contundente. 
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También debemos ir despejando las dudas que tenemos. Un ejemplo son las 
posibles inconstitucionalidades. Esto ya fue motivo de discusión. Los invito a 
repasar -puedo aportar la documentación- la discusión que tuvimos en la Cámara 
en el período pasado en este sentido. 


Por otra parte, trabajar en todo lo relativo a las plataformas me parece muy 
importante. Si hay que retirarlas, se retirarán; no soy de los que prefiere no 
avanzar por un punto en particular. Así que podríamos ir despejando dudas y 
seguir trabajando, teniendo claro cuál es el objetivo primordial y que hay voluntad 
política de avanzar. 


Estos serían los temas más complejos, a cuenta de un mayor estudio y de 
que puedan aparecer otras cuestiones en el camino. En principio, deberíamos ir 
trabajando sobre estos puntos y manejar la posibilidad de derogar ese artículo e 
incorporar su contenido a este proyecto. 


Por último, digo que siempre treinta son más que veinte. 


SEÑOR REPRESENTANTE CAL (Sebastián).- Comparto lo que dijo el 
diputado Umpiérrez. Me parece que son posibilidades reales las que nombra; 
nosotros estamos totalmente dispuestos a trabajar en base a eso. 


Sin embargo, vuelvo a lo mismo, es decir, hay una norma vigente: el artículo 
774 de la Ley de Presupuesto. Por eso para nosotros tomar una decisión en este 
sentido es indispensable. 


Con respecto a las plataformas, no quiero entrar en debate, pero es un tema 
que me parece muy interesante, en el que debemos trabajar. Como muy bien 
decía el diputado Melazzi, sin haber una regulación de las plataformas es 
prácticamente imposible llevar esto adelante. Hoy existen -recién lo decía la 
delegación que  recibimos- aplicaciones que certifican la cantidad de 
visualizaciones, a pesar de que no existe un control muy específico. Entonces, esto 
me parece algo muy difícil porque no existe una regulación específica sobre las 
plataformas tecnológicas. 


Como dije, para avanzar en este análisis sería importante hacer alguna 
reunión especial de la Comisión y convocar a las autoridades que tienen la 
potestad de reglamentar esta norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto a los señores diputados si están de 
acuerdo con la propuesta del señor diputado Cal. 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.- ¡Apoyado! 
SEÑOR REPRESENTANTE CAL (Sebastián).- Entonces, si les parece, el 
día miércoles 30 de junio, que ya teníamos fijada una reunión extraordinaria para 
recibir al señor Ministro, también podríamos citar a estas autoridades. 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.- ¡Apoyado! 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
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SEÑOR REPRESENTANTE CAL (Sebastián).- Sugiero recibir a las 
autoridades antes del 30 de junio para hablar específicamente de la 
reglamentación. 


SEÑOR REPRESENTANTE MELAZZI (Martín).- A la reunión del 30 de junio 
solo asistirá el Ministro. Además, ese día no sesiona la Cámara. Como todos 
somos del interior y pienso que vamos a tener tiempo, propongo recibir al resto de 
las delegaciones ese mismo día. 


SEÑOR REPRESENTANTE TINAGLINI (Gabriel).- Tenemos que decidir a 
quién vamos a convocar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo entendido que quien está encargado de esa 
reglamentación es el doctor Guzmán Acosta y Lara, de la Dinatel. Si les parece, lo 
consultamos sobre este asunto. 


(¡Apoyado!) 


——EEntonces, el 30 de junio recibiríamos al señor ministro y al directorio de 
Ancap por el aumento de los combustibles, y después al resto de las autoridades. 
Aclaro que todavía no se ha determinado si la reunión con el ministro será por 
Zoom o en forma presencial. 


SEÑOR REPRESENTANTE UMPIÉRREZ DIANO (Javier).- Quiero hacer 
una propuesta. El miércoles 30 quizás nos vamos a abocar solamente a esto. No 
sé el horario en el que nos vamos a reunir, pero supongamos que el ministro viene 
a la hora 10. Quizás a la hora 14 o a la hora 15 podríamos recibir a las otras 
delegaciones que nosotros propusimos. Por ejemplo, podríamos recibir vía Zoom a 
OPI o a RAMI. Hago esta propuesta para aprovechar ese día y no venir solo a la 
mañana o a la tarde. 


SEÑOR REPRESENTANTE TINAGLINI (Gabriel).- Propongo dejar en 
espera para después de esa comparecencia del Poder Ejecutivo para hablar sobre 
la contratación de publicidad oficial, lo relativo a la agencia reguladora. En este 
caso, deberíamos saber cómo se está contratando hoy y con qué mecanismos. Tal 
vez la Agencia nos pueda aportar algo, pero reitero que sugiero dejar esto para 
más adelante. 


(¡Apoyado!) 


SEÑOR REPRESENTANTE MELAZZI (Martín).- Como recordarán, me había 
comprometido a sugerir invitar a algunas delegaciones. Hice una lista en el 
entendido de que en este proyecto de ley lo más importante es saber cuál creen 
las delegaciones que sería la forma más justa de distribuir la publicidad oficial. En 
este sentido, me permito sugerir que a cada una de las delegaciones que concurra 
a la Comisión se les pida que traiga una posible propuesta de cuál sería la forma 
de reparto más equitativa; eso ayudaría a la reglamentación. 

Concretamente, sugiero invitar -algunas delegaciones son las mismas que 
han propuesto otros diputados- a AUDAP, OPI, CUTA, RAMI, ANDEBU, COR!I, a la 
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Televisión Abierta del Interior -TAl-, a la Asociación de la Prensa del Uruguay y al 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor diputado, ¿usted sugiere que le preguntemos 
a las delegaciones qué propuesta tienen para la distribución de ese porcentaje 
para la publicidad del Estado? 


SEÑOR REPRESENTANTE MELAZZI (Martín).- Sí. 


SEÑOR REPRESENTANTE CAL (Sebastián).- Por supuesto, no me voy a 
negar a recibir a ninguna delegación. También tengo propuestas para traer a más 
de veinte delegaciones que me encantaría invitar para hablar sobre la publicidad 
oficial. 


Sin embargo, insisto en que primero deberíamos recibir a las autoridades del 
gobierno que están trabajando en la reglamentación de la ley vigente, y después 
marcar una agenda de delegaciones a recibir. Esa es mi opinión. Como dije, puedo 
sugerir invitar a más de veinte delegaciones, pero me parece que primero 
deberíamos saber la posición de las autoridades del gobierno con respecto a esto. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, concretamos la lista de invitados para el 
miércoles 30, y después decidimos a qué otras delegaciones citamos. 


SEÑOR REPRESENTANTE MIER (Sergio).- Lo que dice Sebastián es dar 
prioridad a esa delegación. Después vemos cómo seguimos. 


(Apoyados) 


SEÑOR REPRESENTANTE UMPIÉRREZ DIANO (Javier).- No quiero ser 
pesado, pero me parece que ya que venimos desde interior podríamos aprovechar 
ese día de trabajo y citar a quienes están analizando la reglamentación del artículo 
para el miércoles 30. 


Entonces, ese día además de recibir al Ministro para referirse a un tema 
puntual y para consultarlo sobre la problemática del pórtland, que había quedado 
pendiente -tal como habíamos hablado-, también podríamos citar a las autoridades 
de Dinatel. Esta es mi propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros vamos a citar al ministro, al directorio de 
Ancap y a las autoridades de la Dinatel. Creo que con la información que nos den 
estas delegaciones vamos a cerrar temas pendientes y vamos a tener un 
panorama más claro sobre cómo seguir. 


Entiendo que debemos aprovechar el tiempo, pero citar a muchas 
delegaciones sería como atropellar el alambrado -como se dice comúnmente- y no 
vamos a sacar ninguna conclusión porque vamos a tener muy fresco lo que nos 
digan las delegaciones ese día. 


Oe 


A su vez, debemos tener en cuenta que nos van a hacer llegar más 
información. 


Así que si ustedes están de acuerdo, procederíamos tal como lo hemos 
manifestado. 


(Apoyados) 


——-No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


